

[image: cover picture]




Aperturas
Serie Sociales



Lotes sin dueño


Derecho de propiedad y abandono como problema urbano


 - Autores - 

Jorge Paolinelli
Tomás Alejandro Guevara
Guillermo Oglietti
María Alejandra Nussbaum





[image: logo_eunrn-unrn-web]






Índice



	Prefacio


	Capítulo 1. Introducción


	Capítulo 2. Antecedentes


	Capítulo 3. Definición de lote abandonado


	Capítulo 4. Marco jurídico


	Capítulo 5. Adquisición del dominio


	Capítulo 6. Extinción del dominio


	Capítulo 7. Abandono del inmueble


	Capítulo 8. Otras alternativas jurídicas


	
Capítulo 9. Procesos de urbanización
	El caso de Ingeniero Budge







	
Capítulo 10. Situación en ciudades turísticas
	El caso de Virgen Misionera.


	El caso de barrio Parque Villa Llanquihue.


	El caso de Nahuel Hue







	Capítulo 11. Lotes para sectores populares


	
Capítulo 12. Propuesta de solución 
	Proyecto de ley 


	A modo de cierre







	Lista de referencias bibliográficas


	
Acerca de los autores
	Jorge Paolinelli


	Tomás Guevara


	Alejandra Nussbaum









	
Anexo documental
	
Anexo documental
	Ley 24 374 de Regularización Dominial a Favor de Ocupantes







	Ley 24 320 de Prescripción Adquisitiva


	
Comunicación 608-cm-08
	Antecedentes


	Fundamentos


	Particularidad de la situación a nivel social







	Ley 4237, Régimen de Regularización Dominial del Área Urbana Barrio Villa Llanquihue


	
Ordenanza 1704-cm-07 Descripción sintética: programa de regularización dominial Villa Llanquihue
	Antecedentes


	Fundamentos




















Prefacio




Evelyn ColinoDirectora del CIETES-UNRN





El Centro Interdisciplinario de Estudios sobre Territorio, Economía y Sociedad (CIETES) nació en el año 2013. Fue impulsado por algunos docentes e investigadores de la Universidad Nacional de Río Negro. Este grupo estaba preocupado por estrechar los vínculos entre la comunidad académica y la producción de conocimiento, y las necesidades de la comunidad donde se inserta: la ciudad de San Carlos de Bariloche y su microrregión.


El campo de estudio que este centro abarca es amplio porque justamente se plantea las necesidades, problemáticas y demandas identificadas en la comunidad, para permitir la generación de propuestas de políticas y prácticas sociales orientadas a la promoción del desarrollo integral de la región. Es por eso que prioriza líneas, proyectos y programas de investigación que impulsen la investigación académica entendida como un instrumento imprescindible para enfrentar los complejos del orden social contemporáneo. Asimismo, busca contribuir al debate y a la formación de investigadores, profesionales y técnicos que puedan dar respuestas a las problemáticas locales.


Las actividades del centro y sus miembros están seriamente comprometidas con el propósito de crear redes de vinculación comunitaria. Así, llevar adelante acciones que fomenten la asociación y la vinculación es parte ineludible de las actividades del centro. En este sentido, se fomentan las actividades de extensión, transferencia y divulgación a través de la realización de eventos, jornadas y foros. Además, se trabaja en la edición de publicaciones, en el intercambio de experiencias con otras instituciones y en la participación de sus miembros en eventos académicos, organizaciones y todo tipo de instituciones que contribuyan con este propósito. En otras palabras, se pretende fortalecer la capacidad societal (como expresión más totalizante) de promover en conjunto acciones dirigidas a fines colectiva y democráticamente aceptados, con el conocido resultado de obtenerse así un producto final que es mayor que la suma de los componentes.


La diversidad de especialidades académicas y trayectorias profesionales de los investigadores miembros del CIETES permite un abordaje amplio e interdisciplinario de las diferentes líneas de trabajo llevadas a cabo en el centro. En la actualidad son tres las líneas que se están desarrollando:



	Desarrollo urbano y hábitat: bajo esta línea de investigación se indagan las dinámicas de crecimiento de los centros urbanos y los procesos de ordenamiento territorial. Además, su fundamento económico en el mercado inmobiliario y su relación con otros usos potenciales del suelo en las periferias de la ciudad y las consecuencias sobre el desarrollo del hábitat. Se estudian los impactos y los desafíos que estos procesos urbanos generan sobre la gestión local, en términos de equidad, eficiencia, eficacia y sustentabilidad social, económica y ambiental. Todo ello, bajo una directriz orientada al desarrollo integral de las comunidades, el bienestar de su población y la sustentabilidad del patrimonio natural y cultural del territorio.


	Estudios sociales y económicos sobre el turismo: entendiendo el turismo como una actividad económica que genera ingreso de divisas y con un amplio potencial para el desarrollo regional, los estudios desarrollados bajo esta línea se enmarcan en el campo tanto de la economía positiva como de la economía normativa. Los estudios comprenden desde el análisis de la estructura productiva del turismo local y sus condiciones de demanda hasta estudios de tipo propositivo y de planificación estratégica. También se detienen en las problemáticas desatadas como consecuencia de los impactos sociales y económicos no deseados de esta actividad, los que requieren una intervención pública eficaz.


	Desarrollo local y regional: los estudios realizados bajo esta línea se enmarcan en el amplio campo de la investigación del desarrollo socioeconómico. Actualmente, se centran en análisis teóricos y empíricos de la economía de la innovación. Estudian su impacto sobre las desigualdades de desarrollo regionales y provinciales, sobre las cadenas y/o complejos productivos específicos y sus impactos sobre el territorio y en propuestas de intervención pública tendientes a promover el dinamismo económico y una mejora en la calidad de vida de la población.





En este marco, el presente trabajo se inscribe dentro de la línea de desarrollo urbano y hábitat; y deriva de la preocupación de un grupo de docentes e investigadores de la Universidad Nacional de Río Negro, ante los problemas urbanos que aquejan a su comunidad: San Carlos de Bariloche. Esta ciudad de perfil turístico está caracterizada por una importante conflictividad en torno al acceso y la tenencia del suelo urbano. Por ello, las tomas de tierras y los procesos de autoproducción de barrios han sido la norma no solo para los sectores populares sino también en gran medida para amplios sectores medios. Estas tomas se desarrollaron fundamentalmente sobre tierra que, tempranamente loteada durante las etapas iniciales de la conformación de la ciudad como destino turístico, no había sido desarrollada por sus propietarios. Esto configura para los autores una paradoja irresoluble: por un lado, miles de propiedades abandonadas y una enorme demanda insatisfecha de suelo urbano; por el otro, todo un andamiaje jurídico, heredado de tiempos pasados en respuesta a la necesidad de conformar el Estado de derecho moderno, que protege en este caso una ficción de propiedad sin propietario.


A partir de esta constatación inicial, los autores buscan develar el origen de esta paradoja, vinculándolo con el contenido del derecho de propiedad y los procesos de urbanización. Asimismo, para no quedarse en el plano meramente analítico, proponen una forma de resolución a partir de una herramienta legislativa concreta.











Capítulo 1. Introducción



Este trabajo tiene como objetivo principal hacer una reconstrucción histórica de las razones de la existencia del lote abandonado. Abordando este como un problema urbano que aqueja a diferentes ciudades de nuestro país, se intentará proponer una posible solución en el marco del ordenamiento jurídico actual. En este sentido, si bien su objetivo es académico, al abordar una problemática y desentrañar sus determinantes, también avanza en una propuesta concreta para darle solución desde el ámbito de la gestión pública.


En trabajos previos (Paolinelli, Guevara y Oglietti, 2014) hemos analizado la conveniencia de generar una herramienta que quede a disposición de la autoridad de planeamiento de la ciudad, para que le permita presionar sobre la especulación con respecto a los bienes urbanos ociosos (ibuo), también expresados como lote baldío o de construcción sin uso o abandonada. Es así que surge la propuesta de la creación de un impuesto especial y progresivo sobre los inmuebles urbanos ociosos, cuya idea central es la de constituirse en un instrumento que permita actuar e influir sobre las conductas humanas. ¿De qué manera? Orientando el desarrollo del fenómeno urbano hacia ciertos objetivos fijados por la autoridad política de la ciudad, por intermedio de los órganos de planificación municipal.


Resulta necesario que, si pretendemos influir en la conducta de los propietarios de inmuebles urbanos baldíos, estos propietarios existan. Si un inmueble se encuentra abandonado, es decir carente de titular, es evidente que el instrumento fiscal propuesto no logra su objetivo. Para estos casos el proyecto del ibuo establece la posibilidad de abrir alternativas expropiatorias mediante las cuales el Estado municipal adquiera el dominio de estos inmuebles y les dé –en su calidad de propietario– el destino urbano que establezca el planeamiento.


Si bien esta alternativa es razonable, debemos concluir que la expropiación de los inmuebles abandonados por sus propietarios resulta, por un lado, la solución más simple y menos conflictiva con relación a nuestro ordenamiento jurídico. Pero, por otro lado, se observa claramente que la vía expropiatoria resulta ser un camino muy ineficiente. Esto es así, ya que está cargado de forzadas interpretaciones legales que finalmente hacen a la actuación de los órganos del Estado muy engorrosa, burocrática y limitada. Todo ello sin que encuentre una justificación razonable en la garantía de respeto a los derechos de los particulares.


En consecuencia, obligar al Estado municipal a expropiar los inmuebles abandonados existentes en su ejido, cuya situación de abandono estorba y obstaculiza un razonable proceso de urbanización, implica una solución muy ineficiente por tres razones.


En primer lugar, la expropiación involucra la existencia indispensable de un proceso judicial en el que se debe notificar la demanda a un propietario que no se sabe dónde está, si vive o si se mudó al extranjero. Las posibilidades son múltiples. Ante la inviabilidad de notificar, el demandado es representado por el defensor de ausentes quien, según su oficio, lo va a defender y, en consecuencia, intentará obtener el mayor monto posible en concepto de indemnización.


El órgano jurisdiccional también está orientado y formado para garantizar a las personas sus derechos frente al potencial o eventual ejercicio abusivo de los derechos de aquellos que se encuentran en una situación de poder. Entre estos, se encuentra claramente destacado el Estado (obsérvese que uno de los principios centrales de la teoría constitucional es precisamente la limitación del poder del Estado). En última instancia, esta situación de representación del demandado ausente terminaría coadyuvando a que, mediante el juego inconsciente de estos principios internalizados y para garantizar plenamente los derechos de las personas frente al Estado, la indemnización expropiatoria sea la más integral posible y, en consecuencia, la más alta también.


Téngase en cuenta que estamos tratando sobre expropiar a un propietario inexistente o que, en el mejor de los casos, se ha desentendido de su propiedad y, en consecuencia, la ha desatendido. De manera que estas sumas de dinero determinadas en el proceso expropiatorio deberían depositarse en una cuenta que al efecto se abre en el banco, a nombre del juzgado y pertenecientes a estos autos, a la espera que alguna vez alguien se presente y las reclame.


En segundo lugar, este proceso expropiatorio realizado contra nadie, más allá de su identificación individual mediante los datos proporcionados por el Registro de la Propiedad Inmueble, implica un enorme dispendio de energía y recursos sin que encuentre justificación por el lado de la garantía de los derechos individuales. Además, fundamentalmente se sustenta en cierta convicción jurídica que surge de nuestro Código Civil y Comercial (ccc) y que establece que la extinción de dominio por abandono, cuando se trata de inmuebles, no solo no se presume sino que requiere de la expresa manifestación de voluntad de aquel que abandona. Esto, más allá de lo dispuesto por el artículo 1942 del ccc, resulta esencialmente un absurdo ya que quien abandona un bien lo hace por diversas circunstancias, pero jamás dejando una expresa manifestación de su voluntad de derrelinquir.


En tercer lugar, esta posición jurídica responde simplemente a cierta técnica o forma de organización, expresión y alcance de la atribución de derechos. En nuestro caso, del derecho real de dominio. Sin embargo, esta perspectiva no se sustenta en una clara distinción entre lo justo y lo injusto; ni constituye el paradigma de solución del conflicto. Entonces, no es lógico inferir que un enfoque contrario encierre, a su vez, una posición injusta.


En resumen, el objeto del presente trabajo es intentar encontrar y armonizar las distintas experiencias de los últimos tiempos en torno a este tema y hallar una solución eficiente, razonable, justa y económica a la problemática que presenta la existencia de inmuebles urbanos abandonados.











Capítulo 2. Antecedentes



Antes de desarrollar el concepto central de este trabajo, debe tenerse particularmente en cuenta que el proceso de urbanización fuerte se produjo en nuestro país junto con el esfuerzo industrializador de la primera época justicialista. Si bien el proceso se consolidó en los años sesenta, fue este el escenario en que se realizaron mega-fraccionamientos en la mayor parte de las ciudades argentinas.


Estos loteos abarcaban grandes superficies, ya que la única exigencia para hacerlo era la elaboración del plano de fraccionamiento. Mientras tanto, con la tierra subdividida, continuaba pastando el ganado. En esta situación, la única carga sobre el inmueble era la de los impuestos y tasas que aumentaban (se gravaba cada lote y no la fracción en su conjunto). Paulatinamente y en el decurso, comenzaban a levantarse precarias viviendas en alguno de los lotes subdivididos y vendidos, y con ellas también, comenzaba a llegar una incipiente red de servicios.


A fines de la década de 1970, los loteos fueron efectuados a menor escala, particularmente por la injerencia del Estado, que determinaba exigencias a cumplir para la aprobación del proyecto. Un ejemplo fue el Decreto Ley 8912 (del año 1977) de la provincia de Buenos Aires. Los nuevos requerimientos, en última instancia, privaban al negocio de su mayor ganancia, porque exigían que los nuevos fraccionamientos contaran con cierta infraestructura mínima con anterioridad a la venta.


Dicho en otros términos, el fraccionamiento de tierra para lotes urbanos comenzó a requerir una inversión mucho mayor que la propiedad de la tierra y un plano de subdivisión. Por esa época, también dejaron de usarse los 8,66 metros o diez varas de frente heredado de la época de la colonia. Los frentes se ensancharon encareciendo el valor del lote producido. Esto fue así en razón de la mayor cantidad de superficie por unidad, además de la de mayor cantidad de metros de servicio (cables, caños, otros) por cada lote.


En este sentido es importante detenerse en nuestro estudio sobre la condición antieconómica, desde el punto de vista del mercado, referido a loteos destinados a sectores populares.


Estos nuevos criterios se fueron consolidando a partir de la década de 1960. Particularmente reclamaban una activa presencia del Estado en el fenómeno de producción de suelo urbano. Esta situación tenía como objetivo la efectiva garantía de disfrute del derecho de habitar y marcó un punto de inflexión en el desarrollo del mismo.


Antes de esta nueva convicción colectiva, el propietario de un predio urbano aprobaba un plano de subdivisión, sin mayores requerimientos ni inversiones. La única consecuencia económica (la que por sí misma es despreciable) era una mayor carga impositiva sobre la fracción. Luego, la exigencia de proveer la infraestructura básica a los lotes urbanos proyectados (que representaba una enorme inversión), determinó que los loteos sean encarados por grandes grupos económicos con fuerte respaldo financiero. Por ello, los nuevos fraccionamientos se realizaron ya sobre superficies sustancialmente menores y de un potencial alto valor comercial.


Pese a estas nuevas circunstancias, convicciones y normas que regulan la producción de suelo urbano, no puede asegurarse que aun en estos casos no se produzca el abandono de algún inmueble. Ese es, justamente, el sentido en que encaramos este trabajo.











Capítulo 3. Definición de lote abandonado



Cuando hablamos de inmueble abandonado estamos haciendo referencia a ese lote o a esa construcción que existe en todo barrio o ciudad, que por las más distintas circunstancias se encuentra desatendido y sin uso desde hace años y sobre el cual los pobladores cuentan diversas versiones.


Sea cual fuere la versión verdadera, la realidad indica que en el medio de la ciudad hay un inmueble que acumula todo tipo de desperdicios, afecta al entorno, encarece la provisión de servicios y por el que además nadie paga las tasas e impuestos, por lo que su incumplimiento debe distribuirse a prorrata entre el resto de los vecinos.


La existencia de un inmueble abandonado reúne las siguientes características:



	se encuentra baldío y/o sin uso;


	tiene libre acceso desde la vía pública;


	se halla en notorias y obvias condiciones de desatención;


	mantiene deuda impositiva por todo el período de prescripción de las tasas municipales y de los impuestos provinciales –en nuestro caso, hacemos mención a la tasa de alumbrado, barrido y limpieza y al impuesto inmobiliario.





Esto quiere decir que, cuando hablamos de inmuebles abandonados, nos estamos refiriendo a esos espacios urbanos que parecen ser de nadie; que virtualmente se nos manifiestan como bienes que carecen de dueño porque nadie los reclama, habita ni cuida. Los que en definitiva se yerguen como abismos en el medio de la ciudad e impiden su correcto desarrollo y entramado.











Capítulo 4. Marco jurídico



Antes de iniciar el análisis jurídico de nuestro tema, corresponde detenerse en la definición de algunos vocablos que vamos a utilizar con frecuencia.


Bienes vacantes: se refiere a los bienes inmuebles situados dentro de los límites territoriales de la república que en algún momento dejaron de ser dominio del Estado por diversas razones (venta, adjudicación, prescripción y otros) y pasaron al dominio de los particulares, pero que actualmente carecen de dueño o han sido abandonados por este. Es decir que, en virtud del dominio eminente del Estado, estos bienes son propiedad del mismo e integran el dominio privado del Estado nacional, provincial o municipal, según corresponda (artículo 236, inc. a). La jurisprudencia ha tenido oportunidad de referirse a esta cuestión:



Los bienes vacantes a que se refiere el inciso 3, son los que habiendo salido del dominio del Estado y pasado a particulares, están abandonados, ignorándose quienes son sus dueños (C. Civil 2da. 23/10/39). Pero no basta para ello con que accidentalmente no pueda conocerse a estos, si no median circunstancias que pongan de manifiesto un abandono del dominio (C. Civil 2da. 23/10/39), pues la vacancia supone un abandono calificado, un acto de renuncia a la propiedad (C. Civil D 19/8/52 y C. Civil F 25/8/72), ya que el artículo 2510 del Código Civil obsta a que el mero abandono material del inmueble traiga aparejada la condición de vacante y la consecuente titularidad del Estado (scba 8/9/59). De tal manera, el Estado puede tomar la posesión de un inmueble al igual que los particulares, pero no adquiere su dominio ministerio legis e instantáneamente (C. Civil D 19/8/52). (Salas y Trigo Represas, 1979, p. 592) 1





Dominio eminente: se relaciona con el concepto de soberanía del Estado e implica que este es propietario de todos los bienes que carecen de dueño. Debe distinguirse del dominio público del Estado, constituido por un conjunto de bienes sometidos a un régimen jurídico especial, orientado fundamentalmente a satisfacer necesidades comunes de la población (Marienhoff, 1988). Por su parte, Borda (1976) define que:  «no es otra cosa que el ejercicio de la soberanía interior». También se refiere a esta cuestión Dalmacio Vélez Sarsfield en su nota al artículo 2507 del Código Civil:



Muchos autores dividen la propiedad, en propiedad soberana del Estado y en propiedad del derecho civil, en otros términos, en dominio eminente y dominio civil. La Nación tiene el derecho de reglamentar las condiciones y las cargas públicas de la propiedad privada. El ser colectivo que se llama el Estado, tiene, respecto a los bienes que están en el territorio, un poder, un derecho superior de legislación, de jurisdicción y de contribución, que aplicado a los inmuebles, no es otra cosa que una parte de la soberanía territorial interior. A este derecho del Estado, que no es un verdadero derecho de la propiedad o dominio, corresponde solo el deber de los propietarios de someter sus derechos a las restricciones necesarias al interés general, y de contribuir a los gastos necesarios a la existencia, o al mayor bien del Estado. Véase Zachariae, §nº 274. Hay otro dominio que se llama «dominio internacional» […]. La Nación considerada en su conjunto, tiene respecto a las otras Naciones los derechos de un propietario. El pueblo considerado como poder soberano, tiene sobre su territorio una acción aún más alta, el ejercicio de un derecho de imperio, de legislación, de jurisdicción, de mando y de administración, en una palabra, un derecho de soberanía en toda la extensión del territorio.





Es decir que, para alguna corriente doctrinaria, el dominio eminente del Estado comprende a todos aquellos bienes inmuebles que nunca pertenecieron a los particulares. 2 Sin perjuicio de esta opinión, cabe destacar que el dominio del Estado sobre los bienes vacantes (inmuebles) o mostrencos (muebles) se sustenta en la idea del dominio eminente. Este no es otra cosa que la manifestación de la soberanía interior mediante la cual el Estado resulta ser propietario de todo aquello que no tiene dueño. Sea esto porque jamás ese bien pasó al dominio privado o porque habiendo pasado, su propietario lo abandonó o terminó formando parte de una herencia vacante. 3 La razón es la misma: la falta de un titular de dominio concreto sobre ese bien específico, sin que resulte trascendente para esta definición el que haya pertenecido a particulares alguna vez o no. Conforme al artículo 238 del Código Civil y Comercial, las cosas que no fueren bienes del Estado son bienes de los particulares; es decir que todos los bienes que no pertenezcan a los particulares, pertenecen al Estado. Textualmente dice: «Los bienes que no son del Estado nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o municipal, son bienes de los particulares sin distinción de las personas que tengan derechos sobre ellos, salvo aquellas establecidas por leyes especiales».


Bienes mostrencos: son los bienes muebles o semovientes que carecen de dueño. Son propiedad del Estado e integran su dominio privado (artículo 236, inc. d). Tienen la particularidad de que, sin perjuicio de ser propiedad del Estado, son susceptibles de apropiación por parte de los particulares en la medida del cumplimiento de las normas de policía que regulan al bien o recurso en particular. Por ejemplo, la caza y la pesca.


Herencia vacante: se trata del patrimonio de la persona que ha fallecido sin dejar herederos. El artículo 2441 del Código Civil y Comercial establece que se reputa vacante la sucesión en la que no haya herederos aceptantes, así como cuando el causante no ha distribuido la totalidad de sus bienes mediante legados. Es patrimonio del Estado ya que, como hemos dicho, el Estado es dueño de todos los bienes que carecen de otro dueño.


Prescripción adquisitiva: la prescripción adquisitiva o usucapión es un modo de adquisición del dominio. Está prevista en los artículos 1897 y 2565 del Código Civil y Comercial. De estos se extrae que es factible adquirir la propiedad de los inmuebles, de pleno derecho, cuando se detente sobre un inmueble la posesión pública, pacífica, ininterrumpida y a título de dueño durante más de veinte años. No resulta trascendente para ello la buena o mala fe del poseedor animus domini.


Recordemos que la posesión se configura cuando se tiene una cosa bajo su poder con la intención de someterla al ejercicio de un derecho de propiedad. El ccc establece en el artículo 1909: «Hay posesión cuando una persona, por sí o por medio de otra, ejerce un poder de hecho sobre una cosa, comportándose como titular de un derecho real, lo sea o no».  Es decir que la posesión implica la coexistencia de dos elementos: uno material, al que la doctrina denomina corpus y que es precisamente, detentar o tener una cosa –no requiere estrictamente la cuestión física de tenerla–; y otro, el animus, que se trata del elemento intelectual que expresa la voluntad de tener a la cosa como propia. Entonces, para que exista posesión debe detentarse la cosa con ánimo de dueño. Además, se requiere que esto sea de forma pública, lo que implica una relación de la persona con la cosa, a la vista de todos, a plena luz del día.


Finalmente, para que la posesión sea válida a los efectos de la usucapión se requiere que sea pacífica: si el detentar o tener la cosa se manifiesta mediante la disputa con otros que pretenden los mismos derechos sobre el bien, el tiempo que transcurre no resulta válido a los efectos de la prescripción.


Por su parte Borda (1979) expresa:



El fundamento esencial de la usucapión es la necesidad de proteger y estimular la producción y el trabajo. Quien durante largos años ha cultivado un inmueble, incorporando riqueza a la comunidad, debe ser protegido por la ley, afianzado en su derecho, estimulado en su trabajo. Esta solución es tanto más justa si se piensa que frente a él está un propietario negligente, que ha abandonado sus bienes, y quien se desinteresa de ellos no merece la protección legal. Estos fundamentos de la usucapión tienen hoy mayor vigor que nunca. Las sociedades modernas no conciben ya la propiedad como un derecho absoluto; ser dueño supone crecientes responsabilidades, no solo derechos.  (p. 199)





Prescripción administrativa: por medio de la Ley 21 477 y su modificatoria 24 320 se establece la posibilidad de acreditar los extremos que hacen a este modo de adquisición del dominio a favor de las provincias o municipalidades en sede administrativa, evitando el engorroso proceso judicial. El artículo 2 de la Ley 24 320 dispone:



La posesión ejercida por la administración provincial o municipal o sus reparticiones descentralizadas o autárquicas y en su caso por sus antecesores, deberá surgir de informes de los respectivos organismos donde se especificará el origen de la posesión y el destino o afectación que haya tenido el inmueble poseído, agregando los antecedentes que obren en poder de la administración. Cada inmueble será descripto con su ubicación, medidas y linderos según plano de mensura, que se agregará. El Poder Ejecutivo provincial o la autoridad ejecutiva municipal declarará en cada caso la prescripción adquisitiva operada. Las escrituras declarativas que en consecuencia otorgará el Poder Ejecutivo provincial o la autoridad ejecutiva municipal en las cuales se relacionarán las circunstancias del caso, servirán de título bastante para la inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble.





Si bien originalmente fue utilizada para regularizar el dominio por parte del Estado de inmuebles afectados a usos públicos (como rutas y caminos o edificios públicos), puede ser aplicada con la misma lógica para fines sociales, como la regularización de barrios populares. Este derecho puede ser un instrumento de gestión de suelo con miras a la satisfacción de un interés general; es por ello que se plantea su utilización para la regularización dominial de inmuebles ociosos o abandonados sobre los cuales los municipios ejerzan derechos posesorios y también de barrios habitados por familias de escasos recursos desde hace más de veinte años, por vía de la utilización del principio de accesión previsto en el artículo 1901 del Código Civil y Comercial.


Inmueble abandonado: las características más específicas del abandono del inmueble se encuentran en el desamparo y la intención del propietario de desentenderse del ejercicio del dominio que detenta. 4 El conflicto central que se presenta es determinar si el mero abandono resulta suficiente para consolidar la situación de vacancia del bien. De ser así, es decir, si el mero abandono fuera suficiente para consolidar la situación de dominio, resulta posible aplicar el principio de dominio eminente del Estado y, como derivación de ello, inscribirlo como dominio privado a su nombre.


La Asesoría General de Gobierno de la provincia de Buenos Aires, se ha referido a esta cuestión en el expediente 4079-18765/04, Dictamen 112 893:



En ese orden, corresponde señalar que el Decreto Ley 9533/80 establece que «constituyen […] bienes municipales los inmuebles pertenecientes al Estado por […] vacancia de acuerdo al artículo 2342º incisos 1 y 3 (primera parte) del Código Civil» (artículo 4º).






En consonancia, la Ley Orgánica Municipal establece que «el patrimonio municipal está constituido por los bienes inmuebles […] cuyo propietario se ignore» (artículo 225º).






Ello así, en la medida en que los bienes inmuebles abandonados por el propietario al extremo de no conocérselo, integran de pleno derecho el dominio privado del Estado, conforme lo dispuesto por el aludido artículo 2342 –incisos 1 y 3– del Código Civil.






No obstante, el abandono al que refieren las normas transcriptas supone la reunión de una serie de requisitos esenciales que tornen viable la incorporación del bien que se trate al Estado municipal.






En efecto, tal como se dictaminó en el expediente 4055-917/98, «es necesario determinar cuándo se considera vacante un inmueble y el procedimiento para inscribirlo a favor del Fisco».






En ese orden, se dijo también en el aludido dictamen, «el abandono implica el desamparo del bien por su dueño con intención de no proseguir la titularidad del derecho real (scjba, Ac. nº 39 747 del 8 de noviembre de 1988) y la manifestación directa o implícita de abandonar el dominio».






Aspecto este último, que se configura cuando el dueño guarda silencio «frente a uno de los actos que el Estado efectúa (de conformidad con los artículos 873º, 919º y concordantes del Código Civil) y siempre que no medie posesión de terceros tendiente a adquirir el dominio por la vía de la usucapión. En síntesis, el abandono calificado de un bien inmueble por su propietario posibilita la adquisición del dominio por el Estado. No obstante, ello no se produce “ministerio legis” sino que “se exige la comprobación o acreditación de tal abandono calificado y una declaración judicial que así lo determine, asegurando el debido ejercicio del derecho de defensa en juicio”». (Scotti, Edgardo O. Adquisición del Dominio de Inmuebles por Vacancia o Abandono, El Derecho, Tomo 108)






Consecuentemente, al Municipio le cabe –en el caso en análisis– reunidos que sean la totalidad de los extremos que caracterizan el abandono calificado del inmueble involucrado (Certificado de dominio del inmueble del año en curso; informes de la Dirección Provincial de Rentas y del área correspondiente del Municipio respecto al pago de las cargas fiscales que recaen sobre el bien; verificación municipal del estado de ocupación del inmueble y del conocimiento que pueda tenerse –en el vecindario del propietario del bien y delimitar, y en su caso, cercar el inmueble para evitar ocupaciones ilegítimas, etc.) promover la acción judicial declarativa del abandono del bien y la correspondiente inscripción a favor del Estado Municipal. (Asesoría General de Gobierno, pcia. de B. A. 4079-18765/04, Dictamen nº 112 893)





Así, si se trata de un bien mueble el abandono resulta gráficamente muy comprensible. Cualquiera puede imaginar y determinar diversas formas en las que se puede manifestar el abandono, por ejemplo de una birome, de una foto vieja o del diario del día. Sin embargo, cuando nos referimos a inmuebles, la claridad y contundencia en cuanto a tener por acreditado el abandono, se diluye en un sinfín de diversas situaciones.


La jurisprudencia ha establecido:



La propiedad se pierde por abandono (art. 2607, Código Civil), y este debe ser voluntario y ejecutado por persona capaz de disponer a título gratuito (Salvat, Derechos Reales, t. ii, 4ª ed., nº 1042; Lafaille, Derechos Reales, v. i, núm. 812, pág. 616). Para que se produzca el mismo, no bastan los actos materiales, sino que se requiere la manifestación inequívoca del dueño de renunciar a su propiedad. Si no se demuestra la existencia del elemento moral o intelectual de abandonar el dominio, este se mantiene, conforme a lo dispuesto por el art. 2510 del Código Civil, pese al abandono material. Puede deducirse sin esfuerzo de lo expuesto, que la norma mencionada impide que el simple abandono material del inmueble traiga aparejada la titularidad del Estado prevista en el inc. 3º del art. 2342 del Código Civil. Tal es lo resuelto por este Tribunal en un fallo publicado en «Acuerdos y Sentencias», 1959-ii-712, y reiterado en la causa Ac. 39 746, sent. del 8-II-88, publicado en idéntica colección 1988-iv-241. Considero aplicable el criterio expuesto a los presentes actuados, en los que -según ya lo expresé- no se acreditó la intencionalidad del propietario de abdicar a su derecho. 5





Para comenzar con el análisis propuesto, debemos detenernos en los modos que el derecho positivo ha determinado como adecuados para la adquisición del dominio. Luego, en las formas de extinción del mismo y, por último, en la naturaleza jurídica del abandono como forma particular de extinción del dominio.






Notes



1. En el mismo sentido: Dictamen de la Asesoría General de Gobierno, provincia de Buenos Aires, en expediente 4112/6247/98.
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